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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Gabriel Pais. 
MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Artigas A. Barrios, Ruben Obispo e Iván Posada. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Industria, Energía y Minería, doctor Juan Pedro Bordaberry y contador 
Roberto Acle Tammaro, Subsecretario. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pais).- Está abierto el acto. 


Agradecemos la presencia del Señor Ministro de Industria, Energía y Minería, doctor Pedro Bordaberry, y del 
Subsecretario de la Cartera, contador Roberto Acle Tammaro. 


El motivo de esta convocatoria es para conocer la opinión del Ministerio referente al proyecto de ley de 
defensa de la competencia que elaboró esta Comisión. A esos efectos, cedemos la palabra al señor Ministro, y 
le escuchamos gustosamente. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Señor Presidente y señores 
Legisladores integrantes de la Comisión, agradezco su invitación. 


Antes que nada, quiero hacer una aclaración. Sé que no se encuentra en Sala el señor Diputado Rossi pero es 
importante que ello conste en la versión taquigráfica porque recibí una nota de él. 


Hace unas semanas, la prensa tituló que el Poder Ejecutivo impulsaría una ley de preservación de la libre 
competencia, libertad de comercio o ley antimonopolio. Quizás pueda haber quedado la impresión de que ese 
proyecto de ley era del Poder Ejecutivo cuando, en realidad, a lo que nos estábamos refiriendo era a esta 
iniciativa del Poder Legislativo. Ya lo habíamos hecho saber en la Comisión Permanente en el mes de 
febrero, pero vale la pena aclararlo en esta ocasión. La idea es impulsar, desde el Poder Ejecutivo, el trabajo 
que está realizando el Poder Legislativo. En segundo lugar, tenemos conocimiento del proyecto de ley desde 


el mes de enero, pero no desde el mes de diciembre del año pasado, porque no estábamos integrando la 
Cartera. 


Creo que es bueno que el país cuente con una norma legal que regule los monopolios, la libertad de 
comercio, la preservación de la libre competencia, que sean instrumentos aún mayores que aquellos con los 
que hoy se cuenta, derivados de los artículos 13 y 15 de la Ley N* 17.546. 


Quiero aclarar el concepto de monopolio porque la gente lo utiliza con cierta liviandad, sobre todo cuando se 
habla de antimonopolio. No se trata, a nuestro juicio, de no permitir que haya un solo actor en el mercado, 
sino de remover las barreras que impidan que distintos actores ingresen en él. Siempre ponemos como 
ejemplo algo que se hizo hace un año y medio. Desde el Ministerio de Turismo, tuvimos la oportunidad de 
impulsar la liberalización de la prestación de los servicios de tierra del Aeropuerto de Carrasco. Ese era un 
monopolio privado, concedido por el Estado en los años 1992 y 1993, y que se había concedido a una sola 
empresa. Obviamente, era la única que tenía facultad para prestar esos servicios dentro del Aeropuerto. Pasó 
un año y medio desde que se liberalizó y sigue habiendo una sola empresa, que es la que estaba antes, pero la 
diferencia es que ajustó sus precios en un 50% a la baja. ¿Por qué? Porque la sola amenaza de que entre 
alguien a la competencia obliga a ser más eficiente, a tener mejores precios y a prepararse. Al 100% del 
precio que tenía antes, indudablemente, a cualquier competidor le hubiera sido rentable entrar o hacer la 
inversión que ya tenía esa empresa para atacar ese mercado. 


De ahí que, a mi juicio, el énfasis no debe estar en que haya un solo actor en el mercado, sino que lo 
importante es que no haya barreras que impidan que accedan otros. Una ley debe evitar los monopolios en 
este sentido pero, ante todo, no debe impedir la inversión, porque si no, gráficamente, estaríamos recurriendo 
a esa suerte de pesticidas o herbicidas que existían antes, que no son selectivos y, entonces, al barrer con los 
monopolios o con las normas de la competencia, en realidad, estamos barriendo con la inversión. Creo que 
tenemos que aplicar selectivamente las normas a todo aquello que impide el acceso al mercado y a la 
competencia libre, pero no debemos impedir la inversión, que es algo que nos parece esencial. 


Me gustaría hacer una aclaración: nosotros accedimos al Repartido N* 1069, de setiembre de 2002, de un 
proyecto de ley, pero junto con la citación nos enviaron otro, también de setiembre de 2002, al que de todas 
maneras no le encontramos casi ningún cambio salvo que se le agregó el artículo 1* y alguna cosa más, por lo 
que tomamos como definitivo al que se le agregó el artículo 1* y no el que pudimos obtener de la página de 
internet. 


Considero que es importante aclarar dos o tres cosas que nos parecen esenciales en esta normativa: en primer 
lugar, que uno no puede obligar a alguien a dedicarse a una actividad, a desarrollar determinada conducta. Es 
decir, si hay un solo actor en el mercado, no lo puedo obligar a que haya competencia. Lo que uno puede 
hacer es evitar cualquier medida que impida el acceso de otros. 


Otra cosa que creemos que es esencial, y más que un tema de derecho de la competencia es un tema de la 
filosofía y de la esencia del derecho, es que la norma jurídica siempre debe brindar seguridad y certeza 
jurídicas. Las enseñanzas de Recasens Siches en algo que estudiamos todos quienes pasamos por la 
Universidad de la República, en particular, por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, radican 
precisamente en que una de las funciones esenciales del derecho, aparte de impartir justicia, es la de brindar 
certeza y seguridad jurídicas a las relaciones, sin las cuales no hay posibilidad de convivencia social de tipo 
alguno. Creo que este es un principio genérico del derecho que es esencial tenerlo en cuenta cuando se 
regulan las relaciones económicas, la libertad de comercio o la preservación de la libre competencia. 


Si al señor Presidente le parece bien, voy a comenzar por hacer algunos comentarios acerca del proyecto de 
ley. Antes que nada, debo decir que, en mi opinión, su estructura es muy buena. Tengo una sola discrepancia 
y es acerca de la inclusión del control a priori de la existencia de monopolios. 


Como todos sabemos, en el derecho comparado existen muchos modelos normativos, pero en lo que refiere al 
control de los monopolios hay dos teorías: aquella que establece el control a priori de la instalación de 
cualquier tipo de nueva empresa, control de adquisición o de fusión, y aquella que plantea el control a 
posteriori de ese tipo de operaciones. En este caso, voy a adelantar mi opinión, que quizás no sea la correcta 
pero sí la que yo entiendo que lo es. 


Considero que existen dos órdenes de motivos por los cuales quizás podría ser contraproducente establecer 
en nuestro país, dado el tamaño de su mercado, un control a priori de todo este tipo de adquisiciones, 
fusiones, etcétera, lo que no quiere decir, ni por un instante, que entienda que no deben existir; a mi juicio 
debe existir un control, pero a posteriori. Como decía, eso se debe a dos órdenes de motivos. 


En primer lugar, creo que hoy el Estado uruguayo no está en condiciones -y no lo va a estar por un buen 
tiempo- de controlar a priori todo este tipo de adquisiciones, fusiones, etcétera, porque a mi juicio lo que eso 
va a hacer es desalentar cualquier tipo de inversiones en el país. La prueba es lo que ya está sucediendo y 
contra lo que hoy en día estamos trabajando desde el Poder Ejecutivo. Si todos estos procedimientos tienen 
que pasar por una oficina, porque presumimos que todos van a atentar contra la libre competencia y contra la 
libertad de comercio, vamos a llenar a esa oficina de una cantidad de trabajo que la tornará totalmente 
ineficiente. Hay algunos casos contra los cuales estamos luchando, por ejemplo, la ventanilla única de 
inversiones. Hoy mismo se firmó un Decreto por parte del Poder Ejecutivo que establece el procedimiento de 
la ventanilla única de inversiones y, precisamente, estamos bajando los plazos a sesenta días porque hay 
algunos lugares en los que es notoriamente crónico el atraso cada vez que se presenta una solicitud. Es el 
caso de la Dirección Nacional de Medio Ambiente y de la Comisión de Aplicación que funciona en la órbita 
de los Ministerios de Economía y Finanzas, de Industria, Energía y Minería, de Turismo y de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. ¿Pero eso porque es así? Porque deben pronunciarse en la mayoría de los casos. En el 
caso de la DINAMA, inclusive, hay una solución que se podría estudiar. Como los señores Diputados saben, 
se emiten los certificados A, B, € y D y, en definitiva, cuando es A, no tiene ningún problema y sigue 
adelante, cuando es B, debe tener determinada situación, cuando es C, otra y cuando es D, otra. Pero ocurre 
que el plazo promedio de aprobación en la DINAMA, dada la cantidad de requisitos y de solicitudes que hay 
en esa oficina, en los últimos cinco o seis años ha sido de 365 días, y un inversor no espera durante ese 
tiempo. 


Entonces, mi temor al establecer un control a priori es que no empecemos a generar lo mismo en otra oficina 
del Estado. Este es un elemento que me parece que debemos tener en consideración y pienso que es un aporte 
que quizás se pueda hacer. Además, hay que señalar que un estudio de este tipo es muy engorroso, porque no 
es cuestión de que se junten dos o tres personas, analicen el expediente y vean si efectivamente se está 
atentando contra la libertad de comercio o contra la libre competencia; esto tiene que ser fundado, tiene que 
ser realmente estudiado, implica trabajos muy serios. Este tipo de trabajos, teniendo en cuenta que en 
definitiva se va a estar afectando la inversión y la actividad de las empresas, deben ser realizados muy 
seriamente. Si abrimos una gran puerta de entrada o un gran embudo, a la larga, vamos a hacer un cuello de 
botella y nadie más va a invertir en este país. 


Ese es el primer motivo por el cual, más que por el lado del derecho, por la experiencia que me han dado 
estos tres años de trabajo en la Administración Pública, me permito hacer esas sugerencias. 


Por otra parte, creo que el control a posteriori es más eficiente en la medida en que se brinden las facultades 
suficientes. Pero, además es más eficiente porque van a ser menos casos y, por ende, los recursos se van a 
poder destinar a esos pocos casos que realmente nos merezcan dudas. De ahí que esto va a redundar en una 
mayor eficiencia y, además, se va a cumplir con algo que me parece bastante sensato, que es un principio 
muy caro al ordenamiento jurídico nacional, y es que nadie es culpable hasta que se pruebe lo contrario. En 
este tipo de control a priori, en realidad, estamos invirtiendo ese principio, porque estamos diciendo: “Todo 
este tipo de actividades puede afectarlo, por eso lo vamos a someter a un control”. Entonces, desde el punto 
de vista de fondo, de la formación jurídica, me choca la inclusión de un capítulo de este tipo. 


También, a mi juicio, hay otro aspecto a tener en cuenta y es que en el MERCOSUR hay un Protocolo de 
Defensa de la Competencia. Ese Protocolo -que todavía no ha sido internalizado por Uruguay y por los otros 
países pero todo hace presumir que lo será porque fue aprobado en las reuniones correspondientes- no prevé 
esta situación. Quizás también por una cuestión de formación jurídica, me parece que cuantos menos 
regímenes distintos de aplicación existan en un país, mejor. Por más que el Protocolo de Defensa de la 
Competencia del MERCOSUR es para las normas del Mercado Común del Sur, cuanto más se parezca a la 
regulación nacional más fácil va a ser su aplicación. Y si ha sido convenido así, me parece que es importante 
tenerlo en cuenta, especialmente porque trae soluciones muy parecidas a las que están previstas en este 
proyecto de ley, salvo en el capítulo del que estoy hablando. Por eso me parece importante tenerlo en cuenta; 
quizás pudo haber sido una omisión del Poder Ejecutivo el no haberlo hecho llegar antes, pero sería bueno 
considerarlo. 


Hechas estas aclaraciones que son de estructura, si los señores Diputados están de acuerdo, realizaría una 
rápida lectura de las normas y algunos comentarios, adelantando que, por lo general, no encuentro mayores 
diferencias de opinión con lo que se ha redactado. 


Obviamente, el artículo 1 no me merece ningún tipo de observaciones. El artículo 2* sí me merece una 
observación en dos o tres aspectos. Creo que el primer inciso está muy bien redactado y no tengo objeciones, 
pero en el segundo inciso hay dos partes que me merecen alguna duda de precisión. Este inciso dice: “Se 
prohiben en general todas las practicas, individuales o concertadas, que tengan por efecto, produzcan, o 
amenacen producir [...]” La expresión “amenacen producir” me hace surgir un cierto temor porque su prueba 
no se relaciona con una conducta del todo objetiva; quizás habría que objetivarla. No me causa temor desde 
el punto de vista de sancionar estas conductas, sino porque pueda ser utilizado por alguien para que algún 
otro no ingrese a la competencia. Es decir que al no existir elementos objetivos y no estar realmente definido, 
quizás, dentro del caballo de Troya que puede significar una amenaza, se termine prohibiendo a alguien el 
ingreso al mercado. 


Por otra parte, este inciso también me merece dudas cuando habla de la “parte sustancial de cualquier sector 
del mercado”. ¿Qué es sustancial? Creo que eso debería dejarse para la reglamentación de la ley, o bien 
indicarse que ésta tiene que fijarlo, porque la parte sustancial de un mercado, a mi juicio, claramente varía 
según el mercado y la actividad. En algunos sectores, una parte sustancial puede ser un 10%, en otros un 20% 
y en otros, quizás, con la riqueza que tiene la vida comercial, sea muy difícil determinarlo específicamente. 


Asimismo, me parece que el último inciso está muy bien cuando dice: “La conquista del mercado resultante 
de la mayor eficiencia en relación con los competidores, no constituye restricción de la competencia”. Creo 
que aquí -por más que está aclarado más adelante- se podría decir que no obstante tenga como resultado 
derivado de la eficiencia, que solamente quede un agente, eso no está mal. Y esta es, además, la solución que 
está prevista en el Acuerdo de Madrid sobre propiedad intelectual que, precisamente, cuando prohibe la 
competencia desleal expresamente está aplicando este concepto, y ese Acuerdo es ley en nuestro país y ha 
sido aplicado con singular éxito en nuestra jurisprudencia por la Suprema Corte de Justicia en más de una 
ocasión. Hubo un caso notorio de unos laboratorios en que la Suprema Corte de Justicia amparó la demanda 
por competencia desleal, precisamente porque no se empleaban los medios para lograr la eficiencia final, es 
decir, para competir con eficiencia. Pero si yo soy más eficiente que cualquier otro y me quedé con el 
mercado como resultado de mi eficiencia y de mi capacidad, eso no está mal. Lo que está mal es que, 
recurriendo a otro tipo de mecanismos que no sean los derivados de la eficiencia, no permita que otro ingrese 
al mercado. Creo que ese es un tema menor, pero me parece que sería bueno aclararlo. 


Si por la eficiencia queda un solo jugador en el mercado, ello no es malo. Creo que además hace al fondo del 
asunto. ¿Por qué nos preocupan los monopolios o que haya libertad de competencia? ¿Para asegurar la 
libertad de competencia? No; porque derivado de la libertad de competencia vamos a lograr los mejores 
precios, mayor eficiencia y mayor calidad del producto. Es por eso que lo estamos buscando. Al elaborar una 
ley de este tipo, todos estamos convencidos de que a partir de la competencia sana y eficiente es que vamos a 
lograr ese fin último que es que el consumidor acceda a los mejores precios y, a Su vez, que nuestra industria, 
siendo más eficiente, pueda competir en el exterior con otras industrias. Ese es el comentario respecto del 
artículo 2”. 


Creo que la redacción del artículo 3% es un acierto, en la medida en que incluye conductas que se desarrollan 
en el país y en el extranjero, pero que tienen efectos en tanto las mismas se desplieguen total o parcialmente 
en el territorio nacional. Me parece que sería bueno incluir las que se desarrollan en el extranjero y en el país, 
porque en el sector turístico siempre tenemos una queja -el señor Diputado Barrios me acompañará en esta 
apreciación- en cuanto a que hay una empresa que desarrolla actividades de transporte entre los dos países 
que está en una suerte de régimen monopólico y fija las condiciones de precios. Quizás es otra oportunidad 
para hablar de las que desarrollan esa actividad en el exterior, las que la desarrollan aquí, y las que la 
desarrollan acá y en el exterior. Más allá de que tal como está redactado creo que jurídicamente estaría 
incluido, considero que todo este tipo de aclaraciones son importantes, es decir, que sean ambas. 


En lo que refiere al artículo 4”, me merece algunos comentarios esta suerte de calificación de ilicitud, de 
prácticas prohibidas, es decir, de prácticas restrictivas de la competencia. Esto me merece algunas 
observaciones porque, por un lado, se establecen determinadas conductas que están prohibidas y luego se 
hace referencia a los efectos que tienen las mismas. Quizás es muy buena la solución que presenta en ese 


aspecto el Protocolo de Defensa de la Competencia del MERCOSUR que, por un lado, define cuáles son las 
conductas y, por otro, automáticamente establece que cuando esas conductas tengan por efecto esto y esto, 
estarán prohibidas. Dentro de esas conductas me preocupa, en especial, la prohibición de acuerdos entre 
agentes económicos. 


Me voy a referir a los literales B) y E) del numeral 1). Me parece que aquí hay que distinguir cuando ya hay 
un mercado y cuando no existe. Por ejemplo, puede darse el caso de una persona que produzca un producto 
que no se vende en un departamento como Artigas y que resuelva hacer un acuerdo vertical con alguien para 
otorgarle la exclusividad en ese departamento durante un lapso, porque quien va a vender ese producto lo va 
a comercializar o a fabricar allá y va a tener que hacer una inversión en canales de distribución y otras cosas 
y, por consiguiente, es lógico que esa otra persona pretenda asegurarse la venta de ese producto a ese precio 
por determinado tiempo para rescatar la inversión que hizo. Ahí es donde me merece alguna duda, en 
especial, la afectación que pueda tener esto sobre modalidades que hoy en día están bastante desarrolladas en 
el mundo entero, como el “franchising” o ese tipo de negocios. El literal G) también me merece alguna duda 
al hablar del “intercambio de información con los mismos propósitos o efectos expresados en las prácticas 
anteriormente descriptas”. Más o menos estamos en la misma línea de lo que “amenaza producir”. Me parece 
que es de muy difícil prueba que alguien haya intercambiado información para tratar de establecer un 
monopolio. Ya estamos regulando la información que anda circulando, por lo que creo que en esto se está 
siendo un poco exigente de más. 


Me parece muy bien cómo está redactado el numeral 2) en lo que refiere al ejercicio abusivo del poder de 
mercado. El literal G) me merece una sola duda cuando establece que no se puede limitar injustificadamente 
la producción de bienes o servicios. ¿Qué sería injustificadamente? Quizás ahí habría que definir qué es 
“injustificadamente” en cada sector. 


El artículo 5” es el que define el mercado relevante y nos parece que está muy bien redactado. Pensamos que 
quizás es demasiado específico -en esto compartimos la opinión de la Dirección Nacional de Comercio- 
cuando únicamente hace referencia a “la existencia de productos o servicios sustitutos, así como el ámbito 
geográfico comprendido por el mismo”. La situación del comercio internacional y de la industria va a una 
velocidad tal, que lo que hoy puede estar limitado a un ámbito geográfico quizás mañana no lo está. 
Entonces, tal vez eso sí debería ser materia de la reglamentación y se tendría que establecer el principio 
genérico en cuanto a determinar a qué se refiere con mercado relevante y cómo es que debe definirse más que 
ir a cosas concretas. 


En lo que refiere al artículo 6* no tengo ningún tipo de observaciones. 


El artículo 7” se refiere a las ganancias de eficiencia. Para este caso, la norma deja afuera las acciones entre 
empresas no competidoras y en eso coincido con la apreciación que hizo la Dirección Nacional de Comercio 
cuando expresó que no se incluyen los acuerdos que puedan realizarse entre no competidores y, por tanto, se 
considera anticompetitivo. 


No me parece que todos los acuerdos sean malos. Creo que hay acuerdos que son buenos. Los que son malos 
son aquellos destinados a dejar a alguien afuera del mercado, a asegurarle a alguien una actividad más allá de 
que sea ineficiente o bien a fijar condiciones abusivas. Pero no todo acuerdo en ese sentido es malo. 


Sobre el capítulo siguiente ya me expresé en términos genéricos, y creo que con bastante claridad. 


El procedimiento para la investigación y sanción de prácticas prohibidas establecido ante el órgano de 
aplicación, me parece que está bien. Acá hay una sola duda que se plantea, y es que en nuestro país está 
habiendo en materia de competencia cada vez más organismos que tienen competencia en su sector. Por 
ejemplo, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua tiene competencia sobre la distribución de la 
competencia en el área de los servicios de energía y agua. Hoy, la Dirección General de Comercio tiene la 
defensa de la competencia en la actividad comercial, y así se siguen creando organismos que quizás el día de 
mañana sería bueno tratar de nuclear en uno solo para evitar dispersión de fuerzas. 


SEÑOR POSADA.- Cuando se discutió la creación de la URSEA señalamos precisamente que no 
compartíamos la solución institucional que se daba, y que parecía más lógico, en coincidencia con lo 
que está señalando el señor Ministro Bordaberry, haber pensado en una suerte de ente que agrupara a 


todas estas actividades puesto que, primero, eso le iba a dar independencia del Poder Ejecutivo de 
turno y, segundo, marcaría un órgano de carácter permanente que agrupara todos estos aspectos que, 
en todo caso, ahora aparecen como dispersos, porque este sería uno más. En este sentido, creo que 
debemos ver un aspecto que ya nos había señalado el doctor Ignacio De León: que hay que 
compatibilizarlo con la legislación existente. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- En principio, coincido con eso. Creo 
que debe haber órganos sectoriales en la medida en que la especialidad del tema lo justifique. Confieso 
que no me animaría, siendo abogado, a opinar acerca de si una actividad distorsiona la competencia en 
el sector energético, porque, obviamente, hay que tener una suerte de información muy importante 
para poder pronunciarse. Quizás eso se puede solucionar requiriendo la opinión a esos organismos y, 
en definitiva, en base a la aplicación de la norma, luego de que se requiere la opinión, se pronuncie un 
solo organismo, que es éste. 


Así funciona hoy en día la Dirección General de Comercio en lo que es la distorsión de la competencia, 
según los artículos 13 y 14 a que ya hice referencia. Precisamente, a principios de febrero, el Ministerio de 
Industria, Energía y Minería realizó estudios sobre el mercado de la cerveza e hizo la denuncia y la solicitud 
de intervención ante la Dirección General de Comercio, que, a su vez, pide informes técnicos a la Dirección 
Nacional de Industria, para saber efectivamente cuál es la situación del mercado y la información con la que 
se cuenta a fin de ver si se puede tomar una decisión. 


Por lo tanto, esto no significa la existencia de compartimentos estancos; significa que el órgano especializado 
no pierde su opinión en la parte técnica, pero hay un solo órgano ante el cual se hace todo este tipo de 
trámites y de procedimientos. Me parece que debería ir por ese camino, y en eso coincido con el señor 
Diputado. No tuve oportunidad de participar en la discusión cuando se creó la URSEA; seguramente, debo 
haber firmado el cúmplase, pero ocupando la titularidad en otra Cartera. 


Hay otro elemento, quizás el único en este Capítulo II que me merece alguna atención, si bien se hace una 
remisión a las normas de procedimiento cautelar previstas en el Código General del Proceso. Me parece un 
acierto no duplicar procedimientos cuando ya están establecidos en otro cuerpo de normas, en especial uno 
que tiene 13 o 14 años de vigencia -que es muy joven para nuestro país-, y no terminar como lo hizo el viejo 
Código de Procedimiento Civil que cuando estudiábamos el procedimiento en la Facultad teníamos que 
recurrir a un sinfín de leyes porque por accesión, por aluvión, se había ido agregando una cantidad de 
pequeños procedimientos. Esto no lo digo solamente para facilitar el estudio a los alumnos de la Facultad, 
sino para facilitar la aplicación de las normas en ese tipo de procedimientos. Me parece que ese es un acierto 
muy grande de este proyecto de ley al remitirse a las normas del Código General del Proceso. 


Hay una sola duda que me merece y es que el artículo 13 permite al órgano de aplicación establecer medidas 
como el cese preventivo de conductas, y ahí no hay cautela, solución que sí está prevista más adelante. 
Entonces, quizás ahí habría que distinguir si en ese caso se inició la investigación de oficio o no, porque 
aunque al órgano de aplicación no se le exija la cautela, sabemos que está el Estado, que va a responder. Pero 
cuando lo promueve un privado, la misma solución, que creo que está más adelante, repitiendo la del Código 
General del Proceso, también debiera plasmarse en esta parte. 


SEÑOR POSADA.- Me parece que sería importante que se pudiera aclarar bien cuál es la objeción en 
este artículo 13. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Después de que hay una evacuación 
de la vista en el artículo 12, se sigue adelante con los procedimientos en el artículo 13, y se dice: “Tanto 
en los procedimientos iniciados de oficio como por denuncia, para el caso de resolver la prosecución del 
procedimiento, el órgano de aplicación deberá expedirse simultáneamente sobre la prueba ofrecida, 
pudiendo rechazar los medios manifiestamente inconducentes, y requerir de oficio nuevos medios 
probatorios. Asimismo, el órgano de aplicación también deberá expedirse en la misma oportunidad, 
acerca de las posibles consecuencias dañosas de la conducta objeto de los procedimientos. En caso de 
que la misma fuera capaz de producir daños graves, o ya los estuviere produciendo, dispondrá el cese 
preventivo de esa conducta”. 


Por su parte, en las normas de medidas cautelares previstas en el artículo 19, se dice: “Sin perjuicio de la 
posibilidad de disponer el cese preventivo de las prácticas investigadas, a que se refiere el artículo 13 de la 
presente ley, el órgano de aplicación está facultado para requerir a la Justicia ordinaria la realización de todas 
las medidas cautelares que considere pertinentes, con carácter reservado y sin noticia, antes de iniciar las 
actuaciones administrativas o durante el transcurso de las mismas. A tales efectos, serán competentes los 
Jueces [...]”, y remite a la previsión de los artículos 311 y 311.2 del Código General del Proceso que exige, 
entre otras cosas, la cautela, etcétera. 


Entonces, cuando se establece esa potestad del órgano de aplicación de hacer el cese preventivo, cuando lo 
dispone el órgano de aplicación porque hizo una investigación de oficio o a solicitud de un ente del Estado no 
me preocupa que haya cautela. Pero cuando lo dispone porque hay solicitud de un privado, quizás habría que 
solicitarle que exponga una cautela. De otra manera, corremos el riesgo de que podamos dar a ese órgano de 
aplicación un gran poder que es el de disponer el cese de una conducta, que pase mucho tiempo antes de que 
se levante el cese, y que quizás, al cabo de ese tiempo, se termine dando la razón a aquella persona a la que se 
obligó a cesar en la conducta. En esa circunstancia, esa persona tendrá derecho a iniciar una demanda contra 
el Estado, que le impidió desarrollar su conducta durante todo ese lapso, porque ahí hay responsabilidad del 
Estado. Todos sabemos que el Estado deberá responder con su patrimonio; está ahí, es inembargable y debe 
cumplir con las sentencias judiciales, pero quien le solicitó que hiciera uso de esta norma y no que lo 
solicitara por vía judicial, obviamente, habrá tenido él un beneficio, y es bueno que corra con el riesgo de ese 
beneficio. 


Personalmente, creo que todas las medidas cautelares debieran remitirse a solicitud de la Justicia, porque el 
procedimiento del artículo 311.2 es muy rápido y efectivo y, además, brinda todas las garantías porque está 
sujeto al control posterior de recursos y de tribunales superiores más que un órgano administrativo, y acá se 
plantearía la duda de si esa resolución es, a su vez, pasible de recursos administrativos y, eventualmente, la 
solución que hay ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo es que se debe pedir en forma expresa la 
suspensión del acto administrativo y, si mal no recuerdo, en toda la jurisprudencia del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo hay solamente una o dos sentencias que han dispuesto ese tipo de suspensiones. 
Pido disculpas por esta suerte de gimnasia procesal que he estado haciendo, pero esa es mi opinión. 


SEÑOR POSADA.- En consecuencia, lo que estaría proponiendo el señor Ministro sería que, inclusive, 
el cese preventivo establecido en el artículo 13 se refiriera a lo que se establece en el artículo 19. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- El señor Diputado lo ha dicho con 
mucha mayor claridad y síntesis que yo. Es exactamente así. 


Sobre el control de concentraciones ya me pronuncié claramente. 


SEÑOR ALONSO.- En este caso concreto de los artículos 13 y 19, pediríamos al señor Ministro que 
nos mandara una redacción sustitutiva en la que quedaran vinculados las dos disposiciones. 


SEÑOR MINISTRO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA.- Después de estas apreciaciones, no 
tengo ninguna otra para hacer. El tema de la prescripción no me merece ningún comentario, creo que 
está bien. El artículo 31 es donde estaban los sectores de mercados regulados a los que hacía referencia 
hace un rato. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos en la hora 16 y debemos levantar la reunión. 


Agradecemos la presencia en esta Comisión del señor Ministro y del señor Subsecretario, así como las 
correctísimas explicaciones que nos dieron. 


Muchas gracias. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


